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II. Que Costa Rica, mediante Decreto Ejecutivo N° 39960-COMEX de fecha 16 de
setiembre de 2016, publicó la Resolución N° 372-2015 (COMIECO-LXXIV) de fecha 4 de
diciembre de 2015, en la cual el Consejo de Ministros de Integración Económica
Centroamericana aprobó las modificaciones al Arancel Centroamericano de Importación, que
amplía los códigos arancelarios a diez dígitos e incorpora al Sistema Arancelario
Centroamericano (SAC) los resultados de la 6ª Enmienda de la Nomenclatura del Sistema
Armonizado de Designación y Codificación de Mercancías, en la forma que se consigna en el
Anexo a la Resolución en mención, el cual constituye el Anexo “A” del Convenio sobre el
Régimen Arancelario y Aduanero Centroamericano.  Es necesario modificar en lo
conducente el Decreto Ejecutivo de cita, de conformidad con el numeral 1 de la parte
dispositiva de la Resolución N° 437-2020 (COMIECO-XCIII) de fecha 10 de diciembre de
2020.

III. Que, en cumplimiento de lo indicado en el numeral 2 de la parte dispositiva de la
Resolución N° 437-2020 (COMIECO-XCIII) de fecha 10 de diciembre de 2020, se procede a
su publicación.

PODER EJECUTIVO

DECRETOS
N°42996-COMEX

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA  
 Y EL MINISTRO DE COMERCIO EXTERIOR 

De conformidad con las facultades y atribuciones que les confieren los artículos 140 incisos 
3), 10) y 18) y el artículo 146 de la Constitución Política; los artículos 25, 27 inciso 1 y 28 
inciso 2 acápite b) de la Ley General de la Administración Pública, Ley N° 6227 del 02 de 
mayo de 1978; la Ley de Creación del Ministerio de Comercio Exterior y de la Promotora del 
Comercio Exterior de Costa Rica, Ley N° 7638 del 30 de octubre de 1996; los artículos 3, 4, 
6, 7, 13, 14 y 15 del Convenio sobre el Régimen Arancelario y Aduanero Centroamericano, 
Ley de Aprobación N° 6986 del 03 de mayo de 1985; los artículos 10, 37, 38, 46, 52 y 55 del 
Protocolo al Tratado General de Integración Económica Centroamericana, Ley de 
Aprobación N° 7629 del 26 de setiembre de 1996; y

CONSIDERANDO:

I. Que el Consejo de Ministros de Integración Económica, mediante Resolución N°
437-2020 (COMIECO-XCIII) de fecha 10 de diciembre de 2020, resolvió “Aprobar la 
modificación del Arancel Centroamericano de Importación, Anexo “A” del Convenio sobre 
el Régimen Arancelario y Aduanero Centroamericano, agregando una nueva Nota 
Complementaria Centroamericana, en el Capítulo 19”, en la forma que aparece en el numeral 
1 de la parte dispositiva de la resolución de cita.



Publicación de la Resolución N° 437-2020 (COMIECO-XCIII) de fecha 10 de diciembre 
de 2020, que aprueba “la modificación del Arancel Centroamericano de Importación, 
Anexo “A” del Convenio sobre el Régimen Arancelario y Aduanero Centroamericano, 

agregando una nueva Nota Complementaria Centroamericana, en el Capítulo 19”

Artículo 1.- Publíquese la Resolución N° 437-2020 (COMIECO-XCIII) de fecha 10 de 
diciembre de 2020, que aprueba “la modificación del Arancel Centroamericano de 
Importación, Anexo “A” del Convenio sobre el Régimen Arancelario y Aduanero 
Centroamericano, agregando una nueva Nota Complementaria Centroamericana, en el 
Capítulo 19”, que a continuación se transcribe:

“RESOLUCIÓN No. 437-2020 (COMIECO-XCIII)

EL CONSEJO DE MINISTROS DE INTEGRACIÓN ECONÓMICA 

CONSIDERANDO:

Que de conformidad con los artículos 38, 39 y 55 del Protocolo al Tratado General de 
Integración Económica Centroamericana (Protocolo de Guatemala), modificado por la 
Enmienda del 27 de febrero de 2002; y 6 y 7 del Convenio sobre el Régimen Arancelario y 
Aduanero Centroamericano, es competencia exclusiva del Consejo de Ministros de 
Integración Económica (COMIECO), dirigir y administrar el Régimen Arancelario y 
Aduanero Centroamericano;

Que en consecuencia de lo anterior, le corresponde al COMIECO aprobar las 
modificaciones al Arancel Centroamericano de Importación, Anexo “A” del Convenio 
sobre el Régimen Arancelario y Aduanero Centroamericano;

Que el Comité de Política Arancelaria alcanzó consenso para aprobar una nueva Nota 
Complementaria Centroamericana, en el Capítulo 19, del Arancel Centroamericano de 
Importación y, elevó a consideración de este Foro la correspondiente propuesta, para su 
conocimiento y aprobación;

Que el COMIECO se puede reunir de manera virtual mediante el sistema de 
videoconferencia, en cuyo caso, le corresponde a la Secretaría de Integración Económica 
Centroamericana (SIECA) recopilar la firma de cada uno de los Ministros o Viceministros, 
según corresponda, en su respectivo país, 

POR TANTO:

Con fundamento en los artículos 3, 4, 6, 7, 13, 14 y 15 del Convenio sobre el Régimen 
Arancelario y Aduanero Centroamericano; 10, 37, 38, 46, 52 y 55 del Protocolo de 
Guatemala; y, 19, 20 Bis, 32 y 32 Bis del Reglamento de Organización y Funcionamiento 
de los Consejos: de Ministros de Integración Económica, Intersectorial de Ministros de 
Integración Económica y Sectorial de Ministros de Integración Económica, 

DECRETAN: 

Por tanto;



RESUELVE:

1. Aprobar la modificación del Arancel Centroamericano de Importación, Anexo “A” del
Convenio sobre el Régimen Arancelario y Aduanero Centroamericano, agregando una
nueva Nota Complementaria Centroamericana, en el Capítulo 19, de la siguiente
manera:

NOTA COMPLEMENTARIA CENTROAMERICANA

“A. El inciso arancelario 1904.90.10.00, no comprende el arroz descascarillado,
blanqueado, pulido, glaseado, escaldado ("parbolizado o parborizado") o partido,
clasificado en la partida 10.06.”

2. La presente Resolución entrará en vigor el 10 de agosto de 2021 y será publicada por
los Estados Parte.

Centroamérica, 10 de diciembre de 2020 

Duayner Salas Chaverri
Viceministro, en representación del 

Ministro de Comercio Exterior
de Costa Rica

Miguel Ángel Corleto Urey
Viceministro, en representación de la 

Ministra de Economía
de El Salvador

Edith Flores de Molina
Viceministra, en representación del 

Ministro de Economía
de Guatemala

David Antonio Alvarado Hernández
Subsecretario, en representación de la 

Designada Presidencial y Encargada de la 
Secretaría de Estado en el Despacho de 

Desarrollo Económico 
de Honduras

Orlando Solórzano Delgadillo
Ministro de Fomento, Industria y Comercio

de Nicaragua

Juan Carlos Sosa
Viceministro, en representación del 
Ministro de Comercio e Industrias

de Panamá

El infrascrito Secretario General de la Secretaría de Integración Económica 
Centroamericana (SIECA) CERTIFICA: Que las dos (2) fotocopias que anteceden a la 



presente hoja de papel bond, impresas únicamente en su anverso, así como un (1) anexo 
adjunto, impresas únicamente en su anverso, todas rubricadas y selladas con el sello de la 
SIECA, reproducen fielmente la Resolución No. 437-2020 (COMIECO-XCIII), adoptada 
por el Consejo de Ministros de Integración Económica, el diez de diciembre de dos mil 
veinte, por medio del sistema de videoconferencia, de cuyos originales se reprodujeron. Y 
para remitir a los Estados Parte para su correspondiente publicación, extiendo la presente 
copia certificada en la ciudad de Guatemala, Guatemala, el uno de febrero de dos mil 
veintiuno.----------- 

Melvin Redondo
Secretario General”.

Artículo 2.- Modifíquese el Decreto Ejecutivo N° 39960-COMEX del 16 de setiembre de 
2016, que publicó la Resolución N° 372-2015 (COMIECO-LXXIV) de fecha 04 de 
diciembre de 2015, mediante la cual el Consejo de Ministros de Integración Económica 
Centroamericana aprobó las modificaciones al Arancel Centroamericano de Importación, que 
amplía los códigos arancelarios a diez dígitos e incorpora al Sistema Arancelario 
Centroamericano (SAC) los resultados de la 6a Enmienda de la Nomenclatura del Sistema 
Armonizado de Designación y Codificación de Mercancías, en la forma que se consigna en el 
Anexo a la Resolución en mención, el cual constituye el Anexo “A” del Convenio sobre el 
Régimen Arancelario y Aduanero Centroamericano; todo de conformidad con lo dispuesto en 
el numeral 1 de la parte dispositiva de la Resolución N° 437-2020 (COMIECO-XCIII) de 
fecha 10 de diciembre de 2020.

Artículo 3.- Rige a partir del 10 de agosto de 2021.

Dado en la Presidencia de la República, a los veintisiete días del mes de abril del año dos mil 
veintiuno. 

PUBLÍQUESE.

         CARLOS ALVARADO QUESADA.—El Ministro de Comercio Exterior, Andrés 
Valenciano Yamuni.—1 vez.—O.C. Nº SG-000026-21.—Solicitud Nº 027-2021-PRO.—
( D42996 - IN2021564845 ).



N° 43016-COMEX

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA 
 Y EL MINISTRO DE COMERCIO EXTERIOR

De conformidad con las facultades y atribuciones que les confieren los artículos 11, 140 
incisos 3), 10) y 18) y 146 de la Constitución Política; los artículos 11 inciso 1, 25, 27 inciso 
1 y 28 inciso 2 acápite b) de la Ley General de la Administración Pública, Ley N° 6227 del 
02 de mayo de 1978; la Ley de Creación del Ministerio de Comercio Exterior y de la 
Promotora del Comercio Exterior de Costa Rica, Ley N° 7638 del 30 de octubre de 1996; los 
artículos 3, 4, 6, 7, 13, 14, 15 y 22 del Convenio sobre el Régimen Arancelario y Aduanero 
Centroamericano, Ley de Aprobación N° 6986 del 03 de mayo de 1985; los artículos 10, 37, 
38, 46, 52 y 55 del Protocolo al Tratado General de Integración Económica Centroamericana, 
Ley de Aprobación N° 7629 del 26 de setiembre de 1996; y

CONSIDERANDO:

I. Que el Consejo de Ministros de Integración Económica, mediante Resolución N°
439-2020 (COMIECO-XCIII) de fecha 10 de diciembre de 2020, aprobó la apertura 
arancelaria y modificación de los Derechos Arancelarios a la Importación del papel 
multicapas en el Arancel Centroamericano de Importación, Anexo “A” del Convenio sobre el 
Régimen Arancelario y Aduanero Centroamericano, en la forma que aparece en el numeral 1 
de la parte dispositiva de dicha resolución.

II. Que Costa Rica, mediante el Decreto Ejecutivo N° 39960-COMEX de fecha 16 de
setiembre de 2016, publicó la Resolución N° 372-2015 (COMIECO-LXXIV) de fecha 4 de
diciembre de 2015, en la cual el Consejo de Ministros de Integración Económica
Centroamericana aprobó las modificaciones al Arancel Centroamericano de Importación, que
amplía los códigos arancelarios a diez dígitos e incorpora al Sistema Arancelario
Centroamericano (SAC) los resultados de la 6ª Enmienda de la Nomenclatura del Sistema
Armonizado de Designación y Codificación de Mercancías, en la forma que se consigna en el
Anexo a la Resolución en mención, el cual constituye el Anexo “A” del Convenio sobre el
Régimen Arancelario y Aduanero Centroamericano. Resulta necesario modificar el Decreto
Ejecutivo de cita, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 1 de la parte dispositiva de
la Resolución N° 439-2020 (COMIECO-XCIII) de fecha 10 de diciembre de 2020.

III. Que, en cumplimiento de lo indicado en el numeral 3 de la parte dispositiva de la
Resolución N° 439-2020 (COMIECO-XCIII) de fecha 10 de diciembre de 2020, se procede a
su publicación.



DECRETAN:

Publicación de la Resolución N° 439-2020 (COMIECO-XCIII) de fecha 10 de diciembre 
de 2020, que aprueba la apertura arancelaria y modificación de los Derechos 

Arancelarios a la Importación del papel multicapas en el Arancel Centroamericano de 
Importación, Anexo “A” del Convenio sobre el Régimen Arancelario y Aduanero 

Centroamericano

Artículo 1.- Publíquese la Resolución N° 439-2020 (COMIECO-XCIII) de fecha 10 de 
diciembre de 2020, que aprueba la apertura arancelaria y modificación de los Derechos 
Arancelarios a la Importación del papel multicapas en el Arancel Centroamericano de 
Importación, Anexo “A” del Convenio sobre el Régimen Arancelario y Aduanero 
Centroamericano, que a continuación se transcribe:

“RESOLUCIÓN No. 439-2020 (COMIECO-XCIII)

EL CONSEJO DE MINISTROS DE INTEGRACIÓN ECONÓMICA 

CONSIDERANDO:

Que de conformidad con los artículos 38, 39 y 55 del Protocolo al Tratado General de 
Integración Económica Centroamericana (Protocolo de Guatemala), modificado por la 
Enmienda del 27 de febrero de 2002; y 6, 7 y 22 del Convenio sobre el Régimen 
Arancelario y Aduanero Centroamericano, es competencia exclusiva del Consejo de 
Ministros de Integración Económica (COMIECO), dirigir y administrar el Régimen 
Arancelario y Aduanero Centroamericano, así como aprobar y modificar los Derechos 
Arancelarios a la Importación (DAI), contenidos en el Arancel Centroamericano de 
Importación;

Que en consecuencia de lo anterior, le corresponde al COMIECO aprobar las aperturas 
arancelarias y modificaciones arancelarias contenidas en el Arancel Centroamericano de 
Importación, Anexo “A” del Convenio sobre el Régimen Arancelario y Aduanero 
Centroamericano;

Que el Comité de Política Arancelaria alcanzó acuerdo para la apertura arancelaria y 
modificación a los DAI del papel multicapas y, elevó a consideración de este Foro la 
correspondiente propuesta, para su conocimiento y aprobación;

Que el COMIECO se puede reunir de manera virtual mediante el sistema de 
videoconferencia, en cuyo caso, le corresponde a la Secretaría de Integración Económica 
Centroamericana (SIECA) recopilar la firma de cada uno de los Ministros o Viceministros, 
según corresponda, en su respectivo país, 

Por tanto;



Con fundamento en los artículos 3, 4, 6, 7, 13, 14, 15 y 22 del Convenio sobre el Régimen 
Arancelario y Aduanero Centroamericano; 10, 37, 38, 46, 52 y 55 del Protocolo de 
Guatemala; y, 19, 20 Bis, 32 y 32 Bis del Reglamento de Organización y Funcionamiento 
de los Consejos: de Ministros de Integración Económica, Intersectorial de Ministros de 
Integración Económica y Sectorial de Ministros de Integración Económica, 

RESUELVE:

1. Aprobar la apertura arancelaria y modificación de los Derechos Arancelarios a la
Importación (DAI), en la forma siguiente:

CÓDIGO DESCRIPCIÓN DAI
%

48.11 PAPEL, CARTON, GUATA DE 
CELULOSA Y NAPA DE FIBRAS DE 
CELULOSA, ESTUCADOS, 
RECUBIERTOS, IMPREGNADOS O 
REVESTIDOS, COLOREADOS O 
DECORADOS EN LA SUPERFICIE O 
IMPRESOS, EN BOBINAS (ROLLOS) O 
EN HOJAS DE FORMA CUADRADA O 
RECTANGULAR, DE CUALQUIER 
TAMAÑO, EXCEPTO LOS PRODUCTOS 
DE LOS TIPOS DESCRITOS EN EL 
TEXTO DE LAS PARTIDAS 48.03, 48.09 ó 
48.10

4811.5 - Papel y cartón recubiertos, impregnados o
revestidos de plástico (excepto los
adhesivos):

4811.59 - - Los demás:
4811.59.1 - - - Recubiertos, impregnados o revestidos

de polietileno, poli(cloruro de vinilideno)
(PVDC) o sus copolímeros:

4811.59.13.00 + + SUPRIMIDA + + 
4811.59.13 - - - - Con impresión:
4811.59.13.10 - - - - - Multicapas, elaborado con papel

blanqueado y crudo, o solamente crudo, con
una hoja de aluminio, recubierto con
polietileno, en tiras o bobinas (rollos) de
anchura superior a 100 mm, de peso superior o
igual a 300 g/m2, con orificio sellado

0

4811.59.13.90 - - - - - Otros 10

POR TANTO:



2. La apertura arancelaria anterior forma parte integrante del Arancel Centroamericano de
Importación, Anexo “A” del Convenio sobre el Régimen Arancelario y Aduanero
Centroamericano.

3. La presente Resolución entrará en vigor el 10 de agosto de 2021 y será publicada por
los Estados Parte.

4. No obstante lo establecido en el numeral anterior, la presente Resolución no entrará en
vigor para Panamá.

Centroamérica, 10 de diciembre de 2020 

Duayner Salas Chaverri
Viceministro, en representación del 

Ministro de Comercio Exterior
de Costa Rica

Miguel Ángel Corleto Urey
Viceministro, en representación de la 

Ministra de Economía
de El Salvador

Edith Flores de Molina
Viceministra, en representación del 

Ministro de Economía
de Guatemala

David Antonio Alvarado Hernández
Subsecretario, en representación de la 

Designada Presidencial y Encargada de la 
Secretaría de Estado en el Despacho de 

Desarrollo Económico 
de Honduras

Orlando Solórzano Delgadillo
Ministro de Fomento, Industria y Comercio

de Nicaragua

Juan Carlos Sosa
Viceministro, en representación del 
Ministro de Comercio e Industrias

de Panamá

El infrascrito Secretario General de la Secretaría de Integración Económica 
Centroamericana (SIECA) CERTIFICA: Que las tres (3) fotocopias que anteceden a la 
presente hoja de papel bond, impresas únicamente en su anverso, impresas únicamente en 
su anverso, todas rubricadas y selladas con el sello de la SIECA, reproducen fielmente la 
Resolución No. 439-2020 (COMIECO-XCIII), adoptada por el Consejo de Ministros de 
Integración Económica, el diez de diciembre de dos mil veinte, por medio del sistema de 
videoconferencia, de cuyos originales se reprodujeron. Y para remitir a los Estados Parte 
para su correspondiente publicación, extiendo la presente copia certificada en la ciudad de 
Guatemala, Guatemala, el uno de febrero de dos mil veintiuno.----------------------------------- 

Melvin Redondo
Secretario General”.



Artículo 2.- Aplíquese un arancel de 9% de Derechos Arancelarios a la Importación a los 
incisos arancelarios que aparecen en la Resolución N° 439-2020 (COMIECO-XCIII) de 
fecha 10 de diciembre de 2020 con tarifas de 10%, de conformidad con la Resolución N° 
48-94 (CONSEJO-XII) de fecha 23 de febrero de 1994, la cual autoriza a Costa Rica para 
que las tarifas de 10% y 15% incluyan el gravamen del 1% de la Ley N° 6946 del 13 de 
enero de 1984.

Artículo 3.- Modifíquese el Decreto Ejecutivo N° 39960-COMEX del 16 de setiembre de 
2016, que publicó la Resolución N° 372-2015 (COMIECO-LXXIV) de fecha 04 de 
diciembre de 2015, mediante la cual el Consejo de Ministros de Integración Económica 
Centroamericana aprobó las modificaciones al Arancel Centroamericano de Importación, que 
amplía los códigos arancelarios a diez dígitos e incorpora al Sistema Arancelario 
Centroamericano (SAC) los resultados de la 6a Enmienda de la Nomenclatura del Sistema 
Armonizados de Designación y Codificación de Mercancías, en la forma que se consigna en 
el Anexo a la Resolución en mención, el cual constituye el Anexo “A” del Convenio sobre el 
Régimen Arancelario y Aduanero Centroamericano; todo de conformidad con lo dispuesto en 
el numeral 1 de la parte dispositiva de la Resolución N° 439-2020 (COMIECO-XCIII) de 
fecha 10 de diciembre de 2020.

Artículo 4.- Rige a partir del 10 de agosto de 2021.

Dado en la Presidencia de la República, a los cuatro días del mes de mayo del año dos mil 
veintiuno. 

PUBLÍQUESE.

        CARLOS ALVARADO QUESADA.—El Ministro de Comercio Exterior, Andrés 
Valenciano Yamuni.—1 vez.—O. C. Nº SG-000028-21.—Solicitud Nº 029-2021-PRO.—
( D43016 - IN2021564844 ).



 N° 43081-MGP-S-MAG 

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, 
EL MINISTRO DE GOBERNACIÓN Y POLICÍA, 

EL MINISTRO DE SALUD Y 
EL MINISTRO DE AGRICULTURA Y GANADERÍA 

En ejercicio de las facultades y atribuciones conferidas en los artículos 21, 50, 140 
incisos 3) y 18) y 146 de la Constitución Política; los artículos 25 inciso 1), 27 inciso 1), 28 
inciso 2) acápite b) de la Ley General de la Administración Pública, Ley número 6227 del 2 
de mayo de 1978; los artículos 4, 6, 7, 147, 160, 177, 337, 338, 340, 341, 355 y 356 de la 
Ley General de Salud, Ley número 5395 del 30 de octubre de 1973; los artículos 2 inciso 
b), c) y e) y 57 de la Ley Orgánica del Ministerio de Salud, Ley número 5412 del 08 de 
noviembre de 1973; los artículos 2, 61 incisos 2) y 6), 63, 64, 65, 98 y 99 de la Ley General 
de Migración y Extranjería, Ley número 8764 del 19 de agosto de 2009; el Decreto 
Ejecutivo número 42227-MP-S del 16 de marzo de 2020; y, 

CONSIDERANDO: 

I. Que de conformidad con el ordinal 140 inciso 6) de la Constitución Política, el Poder
Ejecutivo tiene el deber de mantener el orden y la tranquilidad del país. Esta obligación
conlleva la necesidad de adoptar las acciones para garantizar la organización social y
económica nacional, que son de interés público, en armonía con el ordenamiento jurídico
vigente.

II. Que el artículo 50 de la Constitución Política establece que "El Estado procurará el
mayor bienestar a todos los habitantes del país, organizando y estimulando la producción
y el más adecuado reparto de la riqueza (...)". Para el cumplimiento de este deber, las
autoridades públicas deben orientar y adoptar acciones en torno a la política social,
económica, ambiental, de seguridad nacional y de planificación en el territorio nacional,
con la finalidad de mejorar la productividad, el desarrollo social y así, alcanzar el bien
común.

III. Que la conjunción de los numerales 19 y 33 de la Constitución Política fundamenta la
equiparación de los derechos humanos tanto para personas costarricenses como para las
extranjeras, con las excepciones y limitaciones que el mismo régimen constitucional o la
ley establezcan, que no podrán entenderse como acciones u omisiones discriminatorias.
Por ello, cualquier trato distinto debe estar basado en razones objetivas.

IV. Que el artículo 56 de la Constitución Política consagra el derecho al trabajo como una
garantía social para el desarrollo personal y colectivo de todo ser humano, sin distinciones
basadas en la nacionalidad de la persona.

V. Que de conformidad con el numeral 2 de la Convención Americana sobre Derechos
Humanos, Ley número 4534 del 23 de febrero de 1970, los Estados signatarios tienen la

obligación de desplegar las actuaciones pertinentes en el ámbito interno para hacer 
efectivos los derechos humanos consagrados en dicho instrumento internacional.  



VI. Que la Corte Interamericana de Derechos Humanos -Corte IDH-, en el ejercicio de su
función interpretativa del Pacto de San José, emitió el 17 de septiembre de 2003, la
Opinión Consultiva número 18/03, vinculada con la condición jurídica y derechos de las
personas migrantes indocumentadas. Como parte del amplio análisis realizado, el tribunal
regional explicó que el Estado, a través de sus agentes, debe asegurar un trato igualitario
para respaldar el ejercicio de los derechos humanos.

VII. Que la Ley General de Migración y Extranjería, Ley número 8764 del 19 de agosto de
2009, en sus ordinales 3 y 5, establece que el ingreso y permanencia de las personas
extranjeras en territorio nacional debe analizarse a la luz de la Constitución Política y de
los instrumentos internacionales, en especial de aquellos atinentes a los derechos
humanos. A partir de lo anterior, el Poder Ejecutivo determinará la política migratoria del
Estado y regulará la integración de las personas migrantes y favorecerá el desarrollo
social, económico y cultural del país, en concordancia con la seguridad pública, y velará
por la cohesión social y la seguridad jurídica de las personas extranjeras que habitan en el
territorio nacional.

VIII. Que los artículos 12 y 13 de la Ley General de Migración y Extranjería establecen que
la Dirección General de Migración y Extranjería es el órgano del Ministerio de Gobernación
y Policía competente para ejecutar las funciones que indica dicha ley y la política
migratoria que dicte el Poder Ejecutivo, y en términos generales de fiscalizar el ingreso,
permanencia y actividades de las personas extranjeras en el territorio nacional.

IX. Que los artículos 98 y 99 de la Ley General de Migración y Extranjería disponen que
serán Trabajadores Temporales las personas extranjeras a quienes la Dirección General les
autorice el ingreso y la permanencia en el país y permanezcan en el territorio nacional con
el objeto de desarrollar actividades económicas de carácter temporal, a solicitud de un
interesado en el país o, del propio trabajador, fuera de él; que vía reglamentaria se
regulará lo relativo a esta subcategoría migratoria. Bajo dicha categoría, las personas
extranjeras solo podrán desarrollar actividades laborales remuneradas en los términos, las
condiciones, las zonas y para los patronos que autorice la Dirección General. De acuerdo
con el artículo 99 de la Ley supra citada, por solicitud de la persona extranjera, la
Dirección General de Migración y Extranjería podrá disponer la realización de actividades
laborales remuneradas para otros patronos o zonas, así como autorizar prórrogas del
plazo autorizado originalmente.

X. Que es deber del Poder Ejecutivo realizar acciones que propicien el empleo y la
adecuada integración de la población migrante en el desarrollo de la sociedad
costarricense, protegiendo sus garantías sociales, en concordancia con la Política
Migratoria Integral para Costa Rica 2013-2023, oficializada por medio del Decreto
Ejecutivo número 38099-G del 30 de octubre de 2013 y el Plan Nacional de Integración
para Costa Rica 2018-2022.



XI. Que mediante el Decreto Ejecutivo número 42227-MP-S del 16 de marzo del 2020 el
Poder Ejecutivo declaró un estado de emergencia nacional en todo el territorio
costarricense por la situación sanitaria generada por el COVID-19, y en su artículo 3 se
estipula la necesidad de emprender acciones para solucionar los problemas generados por
ese estado de urgencia.

XII. Que mediante los Decretos Ejecutivo número 41969-MAG-MGP del 27 de septiembre
de 2019 y 42406-MAG-MGP del 16 junio de 2020, el Poder Ejecutivo estableció el régimen
de excepción para la regularización bajo categoría especial de las personas trabajadoras
migrantes de los sectores agropecuario, agroexportador y agroindustrial.

XIII. Que aun con los importantes resultados obtenidos a partir de los esfuerzos
desplegados mediante los Decretos Ejecutivos citados, persiste la necesidad de continuar
y mejorar las acciones que permitan abordar la problemática de carencia de mano de obra
agrícola, pero teniendo en consideración el estado de emergencia nacional impuesto
mediante el Decreto Ejecutivo número 42227-MP-S.

XIV. Que las cámaras y agentes sociales de los sectores agropecuario, agroindustrial y
agroexportador han manifestado su preocupación por la carencia o insuficiencia de mano
de obra nacional o residente en el país, por diversas razones y en consecuencia, se ha
dejado un vacío muy grande en ese sector de la economía del país. En ese sentido, a pesar
de la tasa de desempleo, las empresas agropecuarias históricamente han adolecido de
falta de personal durante los tiempos de cosecha, razón por la cual esos sectores
dependen de la mano de obra de personas migrantes, particularmente de café, caña de
azúcar, melón, sandía, naranja, raíces, tubérculos y piña, así como otras labores atinentes,
que en el marco de la pandemia su afectación ha incrementado.

XV. Que el Poder Ejecutivo ha venido efectuando periódicamente una nueva valoración
objetiva y cuidadosa del contexto epidemiológico actual por el COVID-19 en el territorio
nacional y a nivel internacional, ante lo cual se ha determinado la pertinencia de continuar
con la adaptación de las medidas sanitarias vigentes en materia migratoria, en razón de
los cambios y evolución del comportamiento de la pandemia.

XVI. Que como parte de los esfuerzos del Poder Ejecutivo para atender la necesidad de
mano de obra para la actividad productiva agrícola, el 6 de noviembre de 2020 se
suscribió el Convenio Binacional entre los Estados de Costa Rica y Nicaragua, con el
objetivo de regular los aspectos administrativos y operativos para la contratación
temporal de personas trabajadoras del país vecino para las actividades agrícolas en
territorio nacional.

XVII. Que las autoridades competentes han efectuado una nueva valoración positiva de
los diferentes escenarios que hacen factible la recepción de movimientos migratorios con
ocasión de la apertura de fronteras, bajo estrictas medidas de control para el ingreso al
país. Por medio de estrictas condiciones de seguridad sanitaria y migratoria, resulta viable
el ingreso de personas bajo la categoría migratoria de trabajadores especiales temporales,
para el desarrollo de diversas actividades económicas en el país, con apego a las 
disposiciones dadas por las autoridades estatales para proteger la salud pública en medio 
del contexto actual generado por el COVID-19.  



XVIII. Que para el abordaje de la problemática descrita, el Poder Ejecutivo emitió el
Decreto Ejecutivo número 42766-MGP-S-MAG del 18 de diciembre de 2020, con el
objetivo de regular y llevar a cabo debidamente el procedimiento de ingreso,
documentación y permanencia de personas extranjeras que refuercen el recurso humano
ya existente.

XIX. Que en virtud de que el procedimiento contemplado en el Decreto Ejecutivo número

42766-MGP-S-MAG posee un vigencia determinada, el Ministerio de Agricultura y

Ganadería, así como la Dirección General de Migración y Extranjería, mediante el oficio

número DM-MAG-636-2021 del 30 de junio de 2021, manifestaron las razones y

pertinencia de prorrogar la medida en cuestión en concordancia con las épocas de las

cosechas de los principales cultivos del país –de productos que son de gran impacto para

la economía costarricense-. Específicamente, dichas instancias explicaron con detalle la

situación compleja que se mantiene en torno a la mano de obra para la producción

agrícola y cómo es pertinente sostener el tejido productivo que representa esta actividad

comercial para el país, la cual resulta de interés público y amerita atención precisa en el

marco del estado de emergencia nacional. De conformidad con la fundamentación

realizada por tales autoridades, si bien los múltiples esfuerzos desplegados han sido de

apoyo, resulta necesario contar por un nuevo plazo con el procedimiento dado en el

Decreto Ejecutivo número 42766-MGP-S-MAG, para garantizar un adecuado ingreso de las

persona extranjeras que participan de la recolección de cosechas, bajo los protocolos

ideados debido a la presencia del COVID-19.

XX. Que debido a la persistente necesidad de mano de obra en el sector agrícola en el
marco de la emergencia nacional por el COVID-19, el Poder Ejecutivo está en la obligación
de continuar desplegando las actuaciones pertinentes para apoyar al sector productivo
agrícola en la obtención de recurso humano para el desarrollo de su actividad, tanto de las
personas migrantes que se encuentran en el territorio nacional, como de aquellas que
requieren ingresar al país. De ahí que resulte necesario reformar el Decreto Ejecutivo
número 42766-MGP-S-MAG, a efectos de ajustar el procedimiento de documentación y el
plazo de vigencia establecido, de tal forma que se prosiga con la utilización de dicho
mecanismo debido a la afectación del COVID-19 y se adapten algunos aspectos del
procedimiento para mejor su aplicación, así como del protocolo correspondiente, según
las necesidades actuales, manteniendo el blindaje de la documentación respectiva de las
personas extranjeras que ingresan vía terrestre para laborar temporalmente en la
actividad agrícola.

XXI. Que conforme con los artículos 12, 13 y 14 de la Ley N° 8220, Ley de Protección al
Ciudadano del Exceso de Requisitos y Trámites Administrativos, el presente Decreto
Ejecutivo al no crear, modificar, ni establecer requisitos o procesos que debe cumplir el
administrado, no requiere del trámite de verificación de que cumple con los principios de 
simplificación de trámite (formulario costo y beneficio) ante la Dirección de Mejora 
Regulatoria del Ministerio de Economía, Industria y Comercio. 



Por tanto, 

DECRETAN 

REFORMA AL DECRETO EJECUTIVO N° 42766-MGP-S-MAG DEL 18 DE DICIEMBRE DE 
2020,  DENOMINADO EL PROCEDIMIENTO DE INGRESO, DOCUMENTACIÓN Y 

PERMANENCIA LEGAL DE LAS PERSONAS EXTRANJERAS BAJO LA CATEGORÍA ESPECIAL 
DE PERSONAS TRABAJADORAS TEMPORALES PARA LABORAR EN EL SECTOR AGRÍCOLA 

EN EL MARCO DEL ESTADO DE EMERGENCIA NACIONAL POR COVID-19 

Artículo 1.- Refórmese el artículo 3 del Decreto Ejecutivo número N° 42766-MGP-S-MAG, 
del 18 de diciembre de 2020, para que en adelante se lea de la siguiente manera: 

“ARTÍCULO 3.- Los Ministerios de Salud, Agricultura y Ganadería, Trabajo y 
Seguridad Social, junto con la colaboración de la Dirección General de Migración y 
Extranjería dentro de su ámbito de competencia, deberán establecer un protocolo 
sobre el procedimiento relacionado con el ingreso, la documentación y la 
permanencia legal de las personas extranjeras bajo la categoría especial de 
Personas Trabajadoras Temporales para laborar en la actividad del sector agrícola 
dentro del estado de emergencia nacional por COVID-19. 

Dicho protocolo deberá contemplar al menos los siguientes aspectos: 

a) El trámite relacionado con la solicitud de ingreso de las personas extranjeras por
parte de los empleadores interesados.

b) El rol y las funciones que desempeñarán cada uno de los Ministerios vinculados
con este procedimiento, así como de la Dirección General de Migración y
Extranjería.

c) Los pasos por seguir para la documentación que respaldará la permanencia legal
en el país de las personas extranjeras.

d) Los requisitos que los empleadores deberán presentar ante la Dirección General
de Migración y Extranjería para el trámite correspondiente, incluido todo lo
relacionado con los pagos que deben realizar según lo establecido en los artículos
33 incisos 4) y 5), así como 253 de la Ley General de Migración y Extranjería, así
como siguiendo los términos dispuestos en el artículo 4 del presente Decreto
Ejecutivo.

e) El documento que acreditará la permanencia legal de las personas extranjeras al
amparo del presente Decreto Ejecutivo y su prórroga.

f) Cualquier otro aspecto relacionado con este procedimiento necesario para el
cumplimiento del objetivo dispuesto en el presente Decreto Ejecutivo.”



Artículo 2.- Refórmese el artículo 4 del Decreto Ejecutivo número N° 42766-MGP-S-MAG 
del 18 de diciembre de 2020, para que en adelante se lea de la siguiente manera: 

“Artículo 4.- El empleador deberá efectuar los pagos dispuestos en los artículos 33 
incisos 4) y 5), así como 253 de la Ley General de Migración y Extranjería a favor de la 
persona extranjera y demostrar el debido pago, de forma previa a la autorización de 
ingreso al territorio nacional. El protocolo establecido en el artículo 3 de este Decreto 
Ejecutivo desarrollará los aspectos de trámite referentes a dichos pagos.” 

Artículov 3.-Refórmese el artículo 5 del Decreto Ejecutivo número N° 42766-MGP-S-MAG 
del 18 de diciembre de 2020, para que en adelante se lea de la siguiente manera: 

“Artículo 5.- De cumplirse con los requisitos determinados en el protocolo dispuesto 
en el artículo 3 de este Decreto Ejecutivo, la Dirección General de Migración y 
Extranjería autorizará la permanencia legal para laborar por el plazo y para las 
actividades originalmente autorizadas por el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social, según lo estipula el protocolo del presente procedimiento.” 

Artículo 4.- Refórmese el artículo 6 del Decreto Ejecutivo número N° 42766-MGP-S-MAG 
del 18 de diciembre de 2020, para que en adelante se lea de la siguiente manera: 

“Artículo 6.- Para la documentación que demostrará la permanencia legal en el 
país, la Dirección General de Migración y Extranjería validará esta etapa del 
procedimiento mediante el documento denominado Trazabilidad Laboral, emitido 
por los Ministerios de Salud, Agricultura y Ganadería, Trabajo y Seguridad Social, 
que permita la identificación migratoria, laboral y sanitaria de las personas 
extranjeras, bajo la categoría especial de Personas Trabajadoras Temporales.” 

Artículo 5.- Refórmese el artículo 8 del Decreto Ejecutivo número N° 42766-MGP-S-MAG 
del 18 de diciembre de 2020, para que en adelante se lea de la siguiente manera: 

“Artículo 8.- El presente Decreto Ejecutivo rige a partir de su publicación en el 
Diario Oficial La Gaceta y hasta el 7 de mayo del año 2022. La vigencia del presente 
procedimiento será revisada por parte del Poder Ejecutivo y estará sujeta a la 
persistencia de las razones que justifican su emisión.” 

Artículo 6.- El presente Decreto Ejecutivo rige a partir del 2° de julio de 2021. 

Dado en la Presidencia de la República. San José, a los dos días del mes de julio del dos mil 
veintiuno. 

       CARLOS ALVARADO QUESADA.—El Ministro de Gobernación y Policía a. i., 
Luis Carlos Castillo Fernández, el Ministro de Salud, Daniel Salas Peraza y el Ministro de 
Agricultura y Ganadería, Luis Renato Alvarado Quesada.—1 vez.—Exonerado.—
Solicitud N° 078-DP-21.—( D43081 - IN2021565372 ).



 N° 43091-MOPT-S 

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, 
EL MINISTRO DE OBRAS PÚBLICAS Y TRANSPORTES Y 

LA MINISTRA A.I. DE SALUD  

En ejercicio de las facultades y atribuciones conferidas en los artículos 21, 50, 140 incisos 

3) y 18) y 146 de la Constitución Política; los artículos 25 inciso 1), 27 inciso 1), 28 inciso 
2) acápite b) de la Ley General de la Administración Pública número 6227 del 2 de mayo 
de 1978; los artículos 4, 6, 7, 147, 160, 177, 337, 338, 340, 341, 355 y 356 de la Ley 
General de Salud, Ley número 5395, del 30 de octubre de 1973; los artículos 2 inciso b), 
c) y e) y 57 de la Ley Orgánica del Ministerio de Salud, Ley número 5412, del 08 de 
noviembre de 1973; los artículos 95 bis, 136 inciso d), 145 inciso dd) y 151 inciso k) de 
la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres y Seguridad Vial, Ley número 9078 del 4 
de octubre de 2012 y sus reformas; el Decreto Ejecutivo número 42227-MP-S del 16 de 
marzo de 2020; y,

CONSIDERANDO: 

I. Que los artículos 21 y 50 de la Constitución Política regulan los derechos

fundamentales a la vida y salud de las personas, así como el bienestar de la

población, que se constituyen en bienes jurídicos de interés público que el

Estado está obligado a proteger, mediante la adopción de medidas que les

defiendan de toda amenaza o peligro.

II. Que los artículos 1, 4, 6, 7, 337, 338, 340, 341, 355 y 356 de la Ley General de

Salud, Ley número 5395, del 30 de octubre de 1973, y 2 inciso b) y c) y 57 de la

Ley Orgánica del Ministerio de Salud, Ley número 5412 del 08 de noviembre de

1973, regulan la obligación de protección de los bienes jurídicos de la vida y la

salud pública por parte del Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Salud.

Asimismo, la salud de la población es un bien de interés público tutelado por el

Estado, y que las leyes, reglamentos y disposiciones administrativas relativas a la

salud son de orden público, por lo que en caso de conflicto prevalecen sobre

cualesquiera otras disposiciones de igual validez formal.

III.  Que mediante el Decreto Ejecutivo número 42227-MP-S del 16 de marzo de 2020, 

se declaró estado de emergencia nacional en todo el territorio de la República de 

Costa Rica, debido a la situación de alerta sanitaria provocada por la enfermedad 

COVID-19. 



de la libertad de tránsito, entendida como la libertad de movimiento, traslado y 

permanencia en cualquier punto de la República; no obstante, dicho derecho 

fundamental no eleva al rango constitucional el elemento de movilizarse en un 

medio de transporte particular. El núcleo duro de dicho derecho radica en 

garantizar a las personas la posibilidad de trasladarse libremente en el territorio 

nacional. Bajo ese entendido, se deduce que existe la opción de aplicar medidas 

de restricción temporal para la conducción de un vehículo automotor durante un 

horario determinado sin que ello constituya un quebranto o amenaza a la libertad 

de tránsito. 

V. Que de conformidad con los artículos 1 y 2 de la Ley de Administración Vial, Ley

número 6324 del 24 de mayo de 1979, en armonía con Ley de Tránsito por Vías

Públicas Terrestres y Seguridad Vial, Ley número 9078 del 4 de octubre de 2012,

disponen que corresponde al Poder Ejecutivo, mediante el Ministerio de Obras

Públicas y Transportes, regular lo concerniente al tránsito de vehículos en las vías

públicas terrestres de Costa Rica.

VI. Que el artículo 95 de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres y Seguridad

Vial, estipula que “El Poder Ejecutivo podrá establecer restricciones a la

circulación vehicular, por razones de oportunidad, de conveniencia, de interés

público, regional o nacional, debidamente fundamentadas, conforme se

establezca reglamentariamente (…)”. Sin embargo, de forma más específica a

través de la Ley número 9838 del 3 de abril de 2020, se reformó la Ley de Tránsito

por Vías Públicas Terrestres y Seguridad Vial, siendo que se agregó el artículo 95

bis, el cual consigna que “El Poder Ejecutivo podrá establecer, en todas las vías

públicas nacionales o cantonales del territorio nacional, restricciones a la

circulación vehicular por razones de emergencia nacional decretada previamente.

La restricción de circulación vehicular se señalará vía decreto ejecutivo, indicando

las áreas o zonas, días u horas y las excepciones en las cuales se aplicará. (…)”.

VII. Que indudablemente, la facultad reconocida en los numerales supra citados

responde a una relación de sujeción especial que el ordenamiento jurídico

dispone como categoría jurídica particular en el vínculo sostenido entre la

Administración Pública y las personas administradas para el mejoramiento y

fortalecimiento de la función pública. En el presente caso, la restricción vehicular

es una acción derivada de ese régimen para atender y proteger un bien jurídico

preponderante como lo es la salud pública y con ello, el bienestar general, bajo

criterios objetivos, razonables y proporcionales.

VIII. Que ante la situación epidemiológica actual por el COVID-19 en el territorio

nacional y a nivel internacional, el Poder Ejecutivo está llamado a mantener los

IV. Que el ordinal 22 de la Constitución Política consagra el derecho humano que

posee toda persona de trasladarse y permanecer en el territorio nacional. Se trata

esfuerzos y fortalecer, con apego a la normativa vigente, las medidas de 



prevención por el riesgo en el avance de dicho brote que, por las características 

del virus resulta de fácil transmisión mayormente con síntomas, pero también en 

personas sin síntomas manifiestos, lo cual representa un factor de aumento en el 

avance del brote por COVID-19, provocando una eventual saturación de los 

servicios de salud y la imposibilidad de atender oportunamente a aquellas 

personas que enfermen gravemente. 

IX. Que el Programa Estado de la Nación emitió el informe correspondiente al año

2020, en el cual se contempló un estudio especial sobre los efectos de la

pandemia en el país y su relación con las medidas de restricción vehicular,

movibilidad de la población y la asociación con los nuevos contagios locales de

COVID-19. Dicho estudio técnico reflejó con claridad y precisión los impactos

positivos generados a partir de la aplicación de tal medida de restricción en el

marco de la emergencia nacional actual.

X. Que en aplicación del ejercicio constante de evaluación objetiva y cuidadosa

efectuado por el Poder Ejecutivo desde el inicio del estado de emergencia

nacional en torno a la medida de la restricción vehicular y su relación con el

escenario epidemiológico actual del COVID-19 en el territorio nacional, se ha

concluido una vez más la pertinencia de contar con esta medida mediante la

extensión de su plazo de vigencia, particularmente para el caso de la restricción

vehicular diurna mediante el Decreto Ejecutivo número 42295-MOPT-S del 11 de

abril de 2020; así también se determinó la necesidad de ajustar la lista de

excepciones contemplada en el numeral 5 de dicha norma. La medida de

restricción vehicular constituye una de las acciones esenciales para mitigar los

efectos del COVID-19 y así, continuar con los esfuerzos para controlar la presencia

de dicha enfermedad en el país. Esta medida permite disminuir la exposición de

las personas a la adquisición y/o transmisión de dicha enfermedad y ante el

escenario actual, persiste la necesidad de resguardar la salud de la población y

abordar la saturación de los servicios de salud, en especial, de las unidades de

cuidados intensivos. El Poder Ejecutivo debe tomar acciones específicas para

disminuir el aumento en la propagación del COVID-19 y por ende, se procede a

prorrogar la presente medida de mitigación.



ARTÍCULO 1°.- Objetivo. 

La presente reforma a la medida de restricción vehicular emitida en el Decreto Ejecutivo 

número 42295-MOPT-S del 11 de abril de 2020, se realiza con el objetivo de fortalecer 

las acciones para mitigar la propagación y el daño a la salud pública ante los efectos del 

COVID-19. Asimismo, esta medida de ampliación se adopta como parte del estado de 

emergencia nacional declarado mediante el Decreto Ejecutivo número 42227-MP-S del 

16 de marzo de 2020 y en procura del bienestar de todas las personas que radican en el 

territorio costarricense. 

ARTÍCULO 2°.- Reforma al artículo 5° del Decreto Ejecutivo número 42295-MOPT-S del 

11 de abril de 2020. 

Refórmese el artículo 5° del Decreto Ejecutivo número 42295-MOPT-S del 11 de abril de 

2020, a efectos de que se ajuste el inciso q) y adicione el inciso t), de tal forma que en 

adelante se lean de la siguiente manera: 

“ARTÍCULO 5°.- Excepciones a la medida de restricción vehicular diurna. Se 
exceptúa de la restricción vehicular establecida en el artículo 3° de este Decreto 
Ejecutivo, a los siguientes casos: 

(…) 

q) Los vehículos de las personas que estrictamente requieran trasladarse a las
guarderías públicas, privadas, mixtas tuteladas por el Consejo de Atención
Integral o el Ministerio de Educación Pública, así como a escuelas y colegios
públicos o privados, a efectos de dejar o recoger a una persona menor de edad,
con la carta de comprobación, carné con fotografía de la persona estudiante o el
comprobante de matrícula del centro educativo respectivo.

(…) 

t) Los vehículos de las personas que requieran trasladarse estrictamente con
ocasión de la realización de la prueba de manejo, debidamente acreditada con el
comprobante de matrícula emitido por el sistema de citas de la Dirección General
de Educación Vial.”

Por tanto, 

DECRETAN 

REFORMA AL DECRETO EJECUTIVO NÚMERO 42295-MOPT-S DEL 11 DE ABRIL DE 

2020, DENOMINADO  RESTRICCIÓN VEHICULAR DIURNA ANTE EL ESTADO DE 

EMERGENCIA NACIONAL EN TODO EL TERRITORIO COSTARRICENSE POR EL COVID-19 



Refórmese el artículo 11° del Decreto Ejecutivo número 42295-MOPT-S del 11 de abril 

de 2020, a efectos de que se modifique la fecha de aplicación y en adelante se lea de la 

siguiente manera: 

“ARTÍCULO 11°.- Plazo de aplicación de la presente medida. 

La medida de restricción vehicular diurna contemplada en el presente Decreto 
Ejecutivo, se aplicará a partir de las 05:00 horas del 13 de abril de 2020 a las 
20:59 horas del 1° de agosto de 2021, inclusive. La vigencia de la presente medida 
será revisada y actualizada de conformidad con el comportamiento 
epidemiológico del COVID-19.” 

ARTÍCULO 4°.- Reforma al transitorio X del Decreto Ejecutivo número 42295-MOPT-S 

del 11 de abril de 2020. 

Refórmese el párrafo primero del transitorio X del Decreto Ejecutivo número 42295-

MOPT-S del 11 de abril de 2020, a efectos de que se modifique la fecha de aplicación y 

en adelante se lea de la siguiente manera: 

“Durante los días comprendidos del martes 11 de mayo al 1° de agosto, inclusive, 
y en el período comprendido entre las 05:00 horas y las 20:59 horas, no se 
permitirá el tránsito vehicular en todo el territorio nacional según el número final 
(último dígito) de la placa de circulación vehicular o del permiso especial de 
circulación AGV, detallado a continuación: 

(…)” 

ARTÍCULO 5°.-Vigencia. 

El presente Decreto Ejecutivo rige a partir de las 05:00 horas del 12 de julio de 2021. 

Dado en la Presidencia de la República, San José a los ocho días del mes de julio de dos 

mil veintiuno. 

     CARLOS ALVARADO QUESADA.—La Ministra de Salud a. í., Alejandra 
Acuña Navarro y el Ministro de Obras Públicas y Transportes, Rodolfo Méndez Mata.—
1 vez.—Exonerado.—Solicitud N° 078-DP-21.—( D43091 - IN2021565373 ). 

ARTÍCULO 3°.- Reforma al artículo 11° del Decreto Ejecutivo número 42295-MOPT-S 

del 11 de abril de 2020. 



 N° 118-S-MTSS-MIDEPLAN

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, 

LA MINISTRA A.I. DE SALUD,  

LA MINISTRA DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL  

Y LA MINISTRA DE PLANIFICACIÓN NACIONAL Y POLÍTICA ECONÓMICA 

Con fundamento en las atribuciones que les confieren los artículos 21, 50, 140 incisos 8), 

18) y 20), así ́como el ordinal 146 de la Constitución Política; los artículos 25, 28 párrafo 2), 
inciso b), 99, 100, 107, 113 incisos 2) y 3) de la Ley General de la Administración Publica, Ley 
número 6227 de 2 de mayo de 1978; el artículo 156 del Código de Trabajo, Ley número 2 
del 27 de agosto de 1943; el artículo 46 de la Ley número 2166, Ley de Salarios de la 
Administración Pública, del 9 de octubre de 1957 adicionado por la Ley número 9635, Ley 
de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas, del 3 de diciembre del 2018; el Decreto 
Ejecutivo número 42227-MP-S del 16 de marzo de 2020; y,

CONSIDERANDO: 

I. Que de acuerdo con la Constitución Política, en sus artículos 21 y 50, el derecho a la

vida y a la salud de las personas es un derecho fundamental, así como el bienestar

de la población, los cuales se tornan en bienes jurídicos de interés público y ante

ello, el Estado tiene la obligación inexorable de velar por su tutela. Derivado de ese

deber de protección, se encuentra la necesidad de adoptar y generar medidas de

salvaguarda inmediatas cuando tales bienes jurídicos están en amenaza o peligro,

siguiendo el mandato constitucional estipulado en el numeral 140 incisos 6) y 8) del

Texto Fundamental.

II. Que es función esencial del Estado velar por la salud de la población,

correspondiéndole al Poder Ejecutivo por medio del Ministerio de Salud, la

definición de la política nacional de salud, la formación, planificación y coordinación

de todas las actividades públicas y privadas relativas a la salud, así como la ejecución

de aquellas actividades que le competen conforme a la ley. Por las funciones

encomendadas al Ministerio de Salud, se debe efectuar la vigilancia en salud pública

y evaluar la situación de salud de la población cuando estén en riesgo.

III. Que según los artículos 4, 6, 7, 337, 338, 340, 341 de la Ley General de Salud, Ley

número 5395 del 30 de octubre de 1973 y los ordinales 2 inciso b) y 57 de la Ley

Orgánica del Ministerio de Salud, Ley número 5412 del 8 de noviembre de 1973, las

normas de salud son de orden público. Ante ello, el Ministerio de Salud como

DIRECTRIZ



autoridad competente podrá ordenar y tomar las medidas especiales para evitar el 

riesgo o daño a la salud de las personas, o que estos se difundan o agraven, así como 

para inhibir la continuación o reincidencia en la infracción de los particulares. Dichas 

normas legales que establecen la competencia del Ministerio de Salud en materia 

de salud, consagra la potestad de imperio en materia sanitaria, que le faculta para 

dictar todas las medidas técnicas que fueren necesarias para enfrentar y resolver los 

estados de emergencia sanitarios.  

IV. Que las autoridades públicas están obligadas a aplicar el principio de precaución en

materia sanitaria en el sentido de que deben tomar las medidas preventivas que

fueren necesarias para evitar daños graves o irreparables a la salud de los

habitantes.

V. Que mediante el Decreto Ejecutivo número 42227-MP-S del 16 de marzo de 2020,

se declaró estado de emergencia nacional en todo el territorio de la República de

Costa Rica, debido a la situación sanitaria provocada por la enfermedad COVID-19.

VI. Que mediante la Directriz número 073-S-MTSS del 09 de marzo de 2020, sobre las

medidas de atención y coordinación interinstitucional ante la alerta sanitaria por

Coronavirus (COVID-19), se dispuso la implementación temporal de la modalidad de

teletrabajo en las instituciones públicas, como medida complementaria y necesaria

ante la alerta por coronavirus, mediante procedimientos expeditos, según los

lineamientos y recomendaciones del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social.

VII. Que mediante la Directriz número 077-S-MTSS-MIDEPLAN del 25 de marzo de 2020

y sus reformas, se dispuso a la Administración Pública Central y se instó a la

Administración Pública Descentralizada, a establecer la modalidad de teletrabajo en

sus instituciones como medida sanitaria para mitigar la propagación del COVID-19;

posteriormente, con el contexto epidemiológico más favorable se promovió un plan

de servicio básico de funcionamiento, de manera que se garantice la continuidad de

aquellas tareas estrictamente necesarias para asegurar el fin público institucional.

VIII. Que ante la persistencia de la situación epidemiológica compleja por el COVID-19 en

el territorio nacional y a nivel internacional, el Poder Ejecutivo está llamado a

mantener los esfuerzos y fortalecer, con apego a la normativa vigente, las medidas

de prevención por el riesgo en el avance de dicho brote que, por las características

del virus resulta de fácil transmisión mayormente con síntomas, pero también en

personas sin síntomas manifiestos, lo cual representa un factor de aumento en el

avance del brote por COVID-19 y la inminente de saturación de los servicios de salud,

así como la imposibilidad de atender oportunamente a aquellas personas que

enfermen gravemente.

IX. Que en virtud de esa obligación que posee el Poder Ejecutivo de resguardar la salud

pública, el Poder Ejecutivo adaptó la Directriz número 077-S-MTSS-MIDEPLAN



mediante la reforma respectiva el 10 de junio de 2021 (la Directriz número 117-S-

MTSS-MIDEPLAN), como medida sanitaria para mitigar el contexto epidemilógico 

actual. Sin embargo, tras la valoración nuevamente del escenario sanitario, persiste 

la necesidad de contar con dicha medida para obtener mayor efectividad e impacto 

dentro de la situación epidemiológica crítica que atraviesa el país, de tal manera que 

se mantenga tal medida temporalmente (sujeto a revisión por parte del Poder 

Ejecutivo), para que contribuya con los esfuerzos en la contención de la curva de 

contagio y en la prestación del servicio de salud público. Por ello, ante la necesidad 

vigente de seguir abordando con especial atención este escenario sanitario 

complejo, el Poder Ejecutivo procede a adaptar nuevamente la medida que se ha 

aplicado desde el 19 de mayo de 2021 para que prosiga su vigencia hasta el 8 de 

agosto de 2021 y así contar con la dinámica actual y maximizar las medidas de 

teletrabajo. Esta adaptación es esencial para abordar nuevamente la propagación 

del virus, así como el colapso de las unidades de cuidados intensivos y disminuir la 

exposición de las personas a la transmisión de dicha enfermedad. Dado que persiste 

la necesidad de garantizar la salud de la población, el Poder Ejecutivo debe tomar 

acciones específicas para disminuir el aumento en la propagación del COVID-19 y 

por ende, se procede a emitir la presente medida. 

Por tanto, emiten la siguiente directriz: 

DIRIGIDA A LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA CENTRAL Y DESCENTRALIZADA 
“REFORMA A LA DIRECTRIZ N° 077-S-MTSS-MIDEPLAN DEL 25 DE MARZO DE 2020, 

SOBRE EL FUNCIONAMIENTO DE LAS INSTITUCIONES ESTATALES DURANTE LA 
DECLARATORIA DE EMERGENCIA NACIONAL POR COVID-19” 

Artículo 1°.- Refórmese el párrafo primero del Transitorio II de la Directriz N° 077-S-MTSS-

MIDEPLAN del 25 de marzo de 2020, sobre el funcionamiento de las instituciones estatales 

durante la declaratoria de emergencia nacional por COVID-19, para que en adelante se lea 

de la siguiente manera: 

“Transitorio II.- Se instruye a la Administración Central y se insta a la Administración 

Descentralizada, a retomar durante el período comprendido del 19 de mayo al 8 de 

agosto de 2021, inclusive, el plan de servicio básico de funcionamiento, de manera 

que se garantice la continuidad de aquellas tareas estrictamente necesarias para 

asegurar el fin público institucional y se garantice el funcionamiento de las oficinas 

regionales y/o rurales que brinden atención al público en el país. Para dichos efectos, 

las instituciones podrán requerir la asistencia máxima del 20% del total de su planilla. 

(…)” 



Artículo 2°.- La presente Directriz rige a partir del 12 de julio de 2021 hasta el 8 de agosto 

de 2021. 

Dada en la Presidencia de la República, a los nueve días del mes de julio del dos mil 

veintiuno. 

       CARLOS ALVARADO QUESADA.—La Ministra de Salud a.i., Alejandra Acuña 
Navarro, la Ministra de Trabajo y Seguridad Social, Silvia Lara Povedano y la Ministra de 
Planificación Nacional y Política Económica, Pilar Garrido Gonzalo.—1 vez.—Solicitud 
N° 078-DP-21.—( D118 - IN2021565380 ).



MS-DM-5101-2021.—MINISTERIO DE SALUD.—San José a las nueve horas con
veinte minutos del nueve de julio de dos mil veintiuno.   

Se establecen disposiciones sanitarias del 12 de julio al 08 de agosto de 2021, dirigidas 
a las personas encargadas de establecimientos que cuenten con permisos sanitarios 
de funcionamiento que atienden al público, con fundamento en las atribuciones que 
les confieren los artículos 21, 50, 140 incisos 6), 8) y 20) y 146 de la Constitución Política; 
25, 28, párrafo 2) incisos a) e i) de la Ley No. 6227 del 02 de mayo de 1978 “Ley General de 
la Administración Pública”; 1, 2, 4, 7, 147, 148, 149, 161, 162, 163, 164, 166, 168, 169, 
337, 338, 338 bis, 340, 341, 348, 378 de la Ley No. 5395 del 30 de octubre de 1973 
“Ley General de Salud”; 2 y 6 de la Ley No. 5412 del 08 de noviembre de 1973 “Ley 
Orgánica del Ministerio de Salud”; 3 y 30 de la Ley No. 8488 del 22 de noviembre de 
2005, “Ley Nacional de Emergencias y Prevención del Riesgo”; el Decreto Ejecutivo No. 
42227-MP-S del 16 de marzo de 2020; el Decreto Ejecutivo No. 42227-MP-S del 16 de 
marzo de 2020 y sus reformas; y,  

CONSIDERANDO: 

I. Que los artículos 21 y 50 de la Constitución Política regulan los derechos
fundamentales a la vida y salud de las personas, así como el bienestar de la
población, que se constituyen en bienes jurídicos de interés público que el Estado
está obligado a proteger, mediante la adopción de medidas que les defiendan de
toda amenaza o peligro.

II. Que los artículos 1, 4, 6, 7, 337, 338, 340, 341, 355 y 356 de la Ley General de
Salud, Ley número 5395 del 30 de octubre de 1973 y los numerales 2 inciso b) y c)
y 57 de la Ley Orgánica del Ministerio de Salud, Ley número 5412 del 08 de
noviembre de 1973, regulan la obligación de protección de los bienes jurídicos de
la vida y la salud pública por parte del Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de
Salud. Asimismo, la salud de la población es un bien de interés público tutelado por
el Estado, y que las leyes, reglamentos y disposiciones administrativas relativas a la
salud son de orden público, por lo que en caso de conflicto prevalecen sobre
cualesquiera otras disposiciones de igual validez formal.

III. Que, con fundamento en lo anterior, el Ministerio de Salud es la autoridad
competente para ordenar y tomar las medidas especiales para evitar el riesgo o
daño a la salud de las personas, o que estos se difundan o agraven, así como para
inhibir la continuación o reincidencia en la infracción de los particulares. Dichas
normas legales que establecen la competencia del Ministerio de Salud en materia
de salud consagran la potestad de imperio en materia sanitaria, que le faculta para
dictar todas las medidas técnicas que sean necesarias para enfrentar y resolver los
estados de emergencia sanitarios.

IV. Que es función esencial del Estado velar por la salud de la población, debido a ser
esta un bien jurídico tutelado, correspondiéndole al Poder Ejecutivo por medio del
Ministerio de Salud, la definición de la política nacional de salud, la formación,
planificación y coordinación de todas las actividades públicas y privadas relativas a
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salud, así como la ejecución de aquellas actividades que le competen conforme a la 
ley. Por las funciones encomendadas al Ministerio de Salud y sus potestades 
policiales en materia de salud pública, debe efectuar la vigilancia y evaluar la 
situación de salud de la población cuando esté en riesgo. Ello implica la facultad 
para obligar a las personas a acatar disposiciones normativas que emita para 
mantener el bienestar común de la población y la preservación del orden público 
en materia de salubridad.  

V. Que, de forma particular, es necesario destacar que el ordinal 147 de la Ley
General de Salud, dispone que “Toda persona deberá cumplir con las disposiciones
legales o reglamentarias y las prácticas destinadas a prevenir la aparición y
propagación de enfermedades transmisibles. Queda especialmente obligada a
cumplir: (...) b) Las medidas preventivas que la autoridad de salud ordene cuando
se presente una enfermedad en forma esporádica, endémica o epidémica. c) Las
medidas preventivas que la autoridad sanitaria ordene a fin de ubicar y controlar
focos infecciosos, vehículos de transmisión, huéspedes y vectores de enfermedades
contagiosas o para proceder a la destrucción de tales focos y vectores, según
proceda”. Es así como se establece un tipo de deber al cual están sujetas las
personas para evitar acciones o actividades que afecten la salud de terceros,
específicamente las obligaciones ante la necesidad de control nacional o
internacional de enfermedades transmisibles.

VI. Que para el cumplimiento de los deberes que el ordenamiento jurídico le confiere
al Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Salud como autoridad rectora, está la
facultad de adoptar medidas extraordinarias o especiales para evitar el riesgo o
daño a la salud de las personas, o bien, impedir que tales factores de afectación se
compliquen o se propaguen, de tal suerte que inhiba las acciones que propicien
esa incidencia en la salud de la población, según los ordinales 340 y 341 de la Ley
General de Salud. Debido a la situación de emergencia sanitaria, la cual se
desarrollará más adelante, esta facultad para emitir medidas especiales encuentra
asidero jurídico también en el artículo 367 de la Ley citada, que concede a dicha
autoridad rectora la potestad de fijar acciones extraordinarias para evitar la
propagación de la epidemia.

VII. Que, en concordancia con el artículo supra citado, la Ley Nacional de Emergencias
y Prevención del Riesgo en su ordinal 30 contempla la fase de respuesta como
aquella etapa operativa dentro de la cual es posible “medidas urgentes de primer
impacto orientadas a salvaguardar la vida, la infraestructura de los servicios
públicos vitales, la producción de bienes y servicios vitales, la propiedad y el
ambiente (...)”. Así también, dicha fase abarca “(...) la adopción de medidas
especiales u obras de mitigación debidamente justificadas para proteger a la
población (...)”. Como se expondrá en el considerando XII, el territorio
costarricense se encuentra en estado de emergencia nacional contemplando para
ello, las tres fases respectivas para el abordaje de dicha emergencia. Dado que, en
el momento de emitir la presente medida, la situación sanitaria de emergencia no
ha mermado su incidencia en el país y continúan aumentando los casos de
contagio, se hace imperioso redoblar las medidas de protección de la salud de las
personas en los espacios de interacción pública.



VIII. Que, para comprender el espíritu y objetivo de la presente resolución
administrativa, resulta necesario tener presente la integralidad de los principios
que acompañan la Ley Nacional de Emergencias y Prevención del Riesgo, ya que
tales reglas deben ser observadas en la aplicación de esta resolución, sea la
adopción de una medida especial y urgente para resguardar la vida y salud de las
personas. En ese sentido, se debe explicar que Costa Rica está frente a un estado
de necesidad y urgencia, así declarada la emergencia en todo el territorio nacional
debido al COVID-19. Frente a esa situación de peligro, el Poder Ejecutivo está en la
obligación de disminuir los factores de riesgo y vulnerabilidad de la población, a
través de las medidas de prevención y mitigación para proteger la vida de las
personas, para ello aplican la valoración de razonabilidad y proporcionalidad,
conforme con el fin que se persigue, sea en este caso el resguardo de la salud
pública por los efectos del COVID-19.

IX. Que, desde enero del año 2020, las autoridades de salud activaron los protocolos
de emergencia epidemiológica sanitaria internacional por brote de un nuevo
coronavirus en China. La alerta de la Organización Mundial de la Salud del día 30
de enero de 2020 se generó después de que se detectara en la ciudad de Wuhan
de la Provincia de Hubei, en China, un nuevo tipo de coronavirus que ha provocado
fallecimientos en diferentes países del mundo. Los coronavirus son una amplia
familia de virus que pueden causar diversas afecciones, desde el resfriado común
hasta enfermedades más graves, como ocurre con el coronavirus causante del
síndrome respiratorio de Oriente Medio, el que ocasiona el síndrome respiratorio
agudo severo y el que provoca el COVID-19.

X. Que el día 06 de marzo de 2020 se confirmó el primer caso de COVID-19 en Costa
Rica, luego de los resultados obtenidos en el Instituto Costarricense de
Investigación y Enseñanza en Nutrición y Salud. A partir de esa fecha han
aumentado los casos debidamente confirmados.

XI. Que el 11 de marzo del 2020, la Organización Mundial de la Salud elevó la
situación de emergencia de salud pública ocasionada por el COVID-19 a pandemia
internacional. La rapidez en la evolución de los hechos, a escala nacional e
internacional, requiere la adopción de medidas inmediatas y eficaces para hacer
frente a esta coyuntura. Las circunstancias extraordinarias que concurren
constituyen, sin duda, una crisis sanitaria sin precedentes y de enorme magnitud
tanto por el muy elevado número de personas afectadas como por el
extraordinario riesgo para su vida y sus derechos.

XII. Que mediante el Decreto Ejecutivo número 42227-MP-S del 16 de marzo de 2020,
se declaró estado de emergencia nacional en todo el territorio de la República de
Costa Rica, debido a la situación de alerta sanitaria provocada por la enfermedad
COVID-19, debido al estado de necesidad y urgencia ocasionado por dicho virus,
dada su magnitud como pandemia y sus consecuencias en el territorio nacional.
Además, corresponde a una situación de la condición humana y de carácter
anormal y para los efectos correspondientes de la declaratoria de emergencia



nacional, se tienen comprendidas dentro de dicha declaratoria de emergencia las 3 
fases establecidas por el artículo 30 de la Ley Nacional de Emergencias y 
Prevención del Riesgo.  

XIII. Que la emergencia nacional enfrentada por el COVID-19 posee un comportamiento
y características más complejas y peligrosas, lo cual conlleva un aumento en la
amenaza como factor de riesgo, debido a la dificultad para su control. Ante ese
escenario, el Estado tiene el deber de blindar la vulnerabilidad de la población ante
esta situación sanitaria, a través de acciones que permitan disminuir la exposición
a dicha amenaza, sea el contagio y propagación del COVID-19. Es así que, con
fundamento en el artículo 30 de la Ley Nacional de Emergencias y Prevención del
Riesgo en unión con los artículos 147, 340 y 341 de la Ley General de Salud,
relacionado con el deber de las personas de cumplir las medidas sanitarias
dictadas en caso de epidemia, se emite la presente resolución administrativa, con
el objetivo de prevenir y mitigar la propagación del COVID-19 en el territorio
nacional y con la finalidad de resguardar la salud de las personas y su bienestar
común –bajo los artículos 21 y 50 constitucionales-, estableciendo la
obligatoriedad de estas medidas de restricción en los establecimientos que
cuenten con permiso sanitario de funcionamiento que brinden atención al público.

XIV. Que, en el contexto epidemiológico actual, con un aumento pronunciado de los
casos y ante el contagio comunitario que de forma precautoria fue declarado así
por esta cartera ministerial, es primordial resguardar la salud de la población y
evitar la saturación de los servicios de salud, en especial las unidades de cuidados
intensivos a causa de esta enfermedad. Por ello, el Poder Ejecutivo toma acciones
específicas para disminuir el aumento en la propagación del COVID-19 y así,
procurar el óptimo abordaje de la situación acarreada por esta enfermedad y
evitar una eventual saturación de los servicios de salud que haga imposible la
atención oportuna de aquellas personas que enfermen gravemente.

XV. Que, como parte de los elementos analizados en el contexto vigente del estado de
emergencia nacional, se encuentra innegablemente el factor de riesgo a una
mayor exposición al COVID-19 que enfrenta el país. De ahí que sea necesario
tomar medidas estrictas con mayor rigurosidad para mitigar el avance del COVID-
19 y así, proteger la salud de la población.

XVI. Que, aunado a lo anterior, el Poder Ejecutivo ha detectado el surgimiento
alarmante de nuevos focos de contagio importantes en el país, los cuales deben
ser atendidos mediante acciones que permitan controlar esta situación de
propagación epidemiológica particular, de ahí que resulte urgente establecer
medidas temporales para reducir la movilidad en los establecimientos que
atienden al público y cuenten con permiso sanitario de funcionamiento, con el
objetivo de que las personas acaten la medida reiterada por el Poder Ejecutivo de
permanecer responsablemente en el sitio de habitación para evitar la exposición y
la transmisión del COVID-19.

XVII. Que se creó para este fin el Modelo de Gestión Compartida “Costa Rica trabaja y se
cuida”, que consiste en la participación de los actores nacionales, regionales,
cantonales, distritales y comunitarios en sus formas de organización pública y



privada, en la promoción, comunicación, auto regulación, control y supervisión de 
la aplicación de los protocolos y lineamientos de prevención de contagio por 
COVID-19.  

XVIII. Que la saturación de las unidades de cuidados intensivos en el servicio de salud
público es un riesgo inminente y debido a ello, el Poder Ejecutivo tiene la
obligación de ajustar temporal y urgentemente las medidas sanitarias según el
contexto epidemiológico correspondiente.

XIX. Que, en atención de la potestad de imperio otorgada por la Ley General de Salud al
Ministerio de Salud, esta Cartera Ministerial se reserva la posibilidad que, en caso
de aumento exponencial de los casos o incumplimientos documentados, se
apliquen medidas preventivas específicas. Por lo que, en aplicación del artículo
noveno de la resolución MS-DM-6958-2020, se determina la necesidad de
mantener las mismas condiciones que se determinaron en la resolución MS-DM-
4597-2021 del 12 de julio al 08 de agosto de 2021, inclusive, que establece
medidas preventivas temporales en el marco del Modelo de Gestión Compartida,
para así reducir la movilidad en los establecimientos que atienden al público y
cuenten con permiso sanitario de funcionamiento, como por ejemplo los bares,
parques nacionales y hoteles, así como actividades de reunión de personas, de
manera que las personas acaten la medida reiterada por el Poder Ejecutivo de
permanecer responsablemente en el sitio de habitación para evitar la exposición y
la transmisión del COVID-19.

Por tanto, 

LA MINISTRA a.i. DE SALUD 
RESUELVE 

PRIMERO. Las presentes medidas sanitarias se emiten con el objetivo de prevenir y 
mitigar el riesgo o daño a la salud pública y atender el estado de emergencia nacional 
dado mediante el Decreto Ejecutivo No. 42227-MP-S del 16 de marzo de 2020 y sus 
reformas, en procura del bienestar de todas las personas que radiquen en el territorio 
costarricense de manera habitual ante los efectos del COVID-19.  

SEGUNDO: Refórmese de forma temporal la franja horaria de la resolución MS-DM-6958-
2020 y sus reformas, para que el horario de los establecimientos que atienden al público, 
que tienen que cumplir con restricción horaria y cuenten con permiso sanitario de 
funcionamiento, a partir del 12 de julio y hasta el 08 de agosto de 2021, inclusive, sea 
desde las 5:00 horas y hasta las 21:00 horas.  



Deberán los supermercados, minisúper, pulperías y licoreras, ajustarse a este mismo 
horario de operación, de las 5:00 horas hasta las 21:00 horas, del 12 de julio y hasta el 08 
de agosto de 2021, inclusive.  

Podrán todos los establecimientos que así lo dispongan, ofrecer el servicio a domicilio, 
siempre que operen a puerta cerrada sin atención al público de manera presencial, 
después de las 21:00 horas. 

El horario de acceso a las playas, del 12 de julio y hasta el 08 de agosto de 2021, inclusive, 
será desde las 5:00 horas y hasta las 18:00 horas.  

TERCERO: Refórmese de forma temporal, a partir del 12 de julio y hasta el 08 de agosto de 
2021, inclusive, el aforo permitido de las siguientes actividades: 

1. Actividades, organizaciones o congregaciones en sitios de adoración, con
utilización obligatoria de mascarilla, con una capacidad de ocupación máxima de
hasta 300 personas, en los lugares que su espacio físico lo permita, con medidas de
distanciamiento de 1.8 metros respetando las burbujas sociales. En las 300
personas no se incluye el personal de logística del evento, que debe ser el mínimo
requerido.

2. Salas de eventos para actividades empresariales o académicas, con utilización
obligatoria de mascarilla, con una capacidad de ocupación máxima de hasta 300
personas, con medidas de distanciamiento de 1.8 metros respetando las burbujas
sociales y con listas de asistentes con número de cédula y número de contacto. En
las 300 personas no se incluye el personal de logística del evento, que debe ser el
mínimo requerido.

3. Salas de eventos para actividades de máximo 75 personas, con utilización
obligatoria de mascarilla, con medidas de separación de asientos de mínimo 1.8
metros, respetando las burbujas sociales y con listas de asistentes con número de
cédula y número de contacto. En las 75 personas no se incluye el personal de
logística del evento, que debe ser el mínimo requerido.

4. Bares, con una capacidad máxima de ocupación del 25%. En esta capacidad
máxima no se incluye el personal del bar.

5. Hoteles de más de 100 habitaciones, con una capacidad máxima de ocupación al
75%. Las piscinas, restaurantes y gimnasios (zonas comunes) dentro de los hoteles,
se mantienen al 50% de su capacidad. En esta capacidad máxima no se incluye el
personal del hotel.

6. Parques Nacionales según la lista que publique el MINAE, con una capacidad
máxima de ocupación del 50%. Salvo el Parque Nacional Volcán Poás, que
mantiene el aforo permitido al 100%. En esta capacidad máxima no se incluye el
personal del parque.



CUARTO: Del 12 de julio y hasta el 08 de agosto de 2021, inclusive, aquellos protocolos 
sectoriales que contengan disposiciones contrarias a las contenidas aquí deberán 
suspender sus efectos y acatar la presente resolución.   

QUINTO: En todo lo demás se mantienen las disposiciones establecidas en la resolución 
MS-DM-6958-2020 y sus reformas.  

SEXTO: La presente resolución rige a partir del 12 de julio y hasta el 08 de agosto de 2021, 
inclusive.  

COMUNÍQUESE: 

    Dra. Alejandra Acuña Navarro, Ministra de Salud a. í.—1 vez.—Exonerado.—Solicitud 
N° MSDM-5133-21.—( IN2021565325 ).
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